"ASOCIACION MEDICA S/ CONC. PREV. S/ INC. VER. CRED. POR SORLI Y MUNTE"   J.  10   SALA  III   CAUSA   Nº   547

REG. SENTENCIAS DEFINITIVAS Nº 96

En Lomas de Zamora, a los   2 días del mes de junio del año dos mil nueve, reunidos en Acuerdo Ordinario los Jueces de la Cámara Primera de Apelación en lo Civil y Comercial, Sala Tercera, de este Departamento Judicial, doctores: Norberto Celso Villanueva y Sergio Hernán Altieri, con la presencia del Secre-tario del Tribunal, se trajo a despacho para dictar sentencia la causa número: 547, caratulada: "ASOCIACION MEDICA DE LOMAS DE ZAMORA S/CONCURSO PREVENTIVO S/INCIDENTE DE VERIFICACION DE CREDITO PROMOVIDO POR SORLI Y MUNTE, ANGELA ".  De con-formidad con lo dispuesto por los artículos 168 y 171 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires y 266 del Código Procesal Civil y Comercial del mismo Estado, la Cámara resolvió votar las siguientes:

                                            C U E S T I O N E S:                             




1º) ¿ Es justa la sentencia apelada ?




2º) ¿ Qué pronunciamiento corresponde dictar ?                                           




Practicado el sorteo de ley (art. 263, “in fine” del C.P.C. y C.); dio el siguiente orden de votación: Dr. Norberto Celso Villanueva y Dr. Sergio Hernán Altieri.- 

                                                  V O T A C I O N:

A la primera cuestión, el Dr. Norberto Celso Villanueva dijo:




1)  Antecedentes - Sentencia - Agravios:




a)  El sentenciante de la Instancia anterior dictó resolu-ción (fs. 33/35), haciendo lugar a la excepción de cosa juzgada impetrada por la concursada y por la sindicatura actuante, con costas a la incidentista vencida.




b)  Se agravia del decisorio la promotora del presente in-cidente concursal (fs. 39/42), requeriendo inicialmente la nulidad del pronun-ciamiento atacado, y peticionando luego -con base en los argumentos que invo-ca- el rechazo de la excepción de cosa juzgada incoado por la concursada y el órgano sindical;  así como también critica la imposición de costas que contiene el fallo apelado.




c) La Señora Síndico y el representante legal de la empre-sa incidentada han respondido la mentada expresión de agravios (ver fs. 43/45 y fs. 47/49), por lo que, reseñadas -como quedan- las disconformidades de la quejosa (art. 262 del rito), corresponde el análisis de los planteos realizados, cuestión que abordaré a continuación.




2)  De la nulidad de la sentencia:




Para responder al interrogante que abriera la apelante respecto a esta cuestión, dable es puntualizar que el recurso de nulidad sólo procede cuando la sentencia se ha dictado sin sujeción a los requisitos pres-criptos por la ley adjetiva, a lo cual se añade la existencia de una irregularidad grave y manifiesta.




Asimismo, cabe adunar a lo expuesto que los vicios u omisiones subsanables por vía de apelación no sustentan la nulidad, conforme lo normado por el art. 253 del Código Procesal Civil y Comercial, desde que el Tribunal de Alzada puede examinar los hechos y el derecho con plena juris-dicción (cfr. doctr. art. y ordenamiento cit.;  v. asimismo:  C.A.L.Z., Sala II, causas n° 22.210, S. del 18-4-2000 y n° 23.212, S del 20-3-2001, entre muchas otras en idéntico sentido).




Es que las fronteras de los motivos de la nulidad, re-quieren una afinada labor interpretativa que, con criterios flexibles y sobre-manera funcionales, privilegie las finalidades últimas en que se apoya el sis-tema todo de invalidación de los actos del proceso, que no son otras que el aseguramiento de la defensa en juicio a través de las formalidades del rito entendidas como meras reglas instrumentales al servicio de dicho trascendente objetivo (doctr. art. 253 del C.P.C.C.;  Morello y colab., "Códigos Proce-sales...", ed. 1988, t. III, p g. 239).




Conforme lo expuesto, no advierto que los argumentos ensayados por la disconforme, en este aspecto de la crítica, autoricen a descalificar al pronunciamiento atacado como acto jurisdiccional válido, por lo que el planteo nulitivo articulado -en el estricto marco del recurso incoado- merece desestimarse;  máxime, porque -como ha quedado expuesto "ut supra"- las supuestas anomalías denunciadas son factibles de ser reparadas por el recurso de la apelación (art. 253 del Cód. Procesal C. y C.).




3)  Excepción de Cosa Juzgada - Tratamiento:




a) Sentado cuanto precede, cuadra acometer el análisis de la excepción de cosa juzgada que aquí nos convoca;  empero no sin antes re-saltar, que emprenderé su tratamiento con el único fin de salvaguardar el dere-cho de defensa de la incidentista (art. 18 C.N.), pues el contenido de la expre-sión de agravios bajo estudio transita el andarivel de la deserción (art. 260 del C.P.C. y C.).




Puesto entonces en la fajina revisora de este pleito, en-cuentro prudente recordar -a modo de prolegómeno- que la Corte Suprema de Justicia de la Nación, ha expresado que las leyes deben guardar armonía con el orden jurídico restante y con las garantías de la Constitución (Fallos 324:2107 y 2153).  Tal interpretación es una ecuación jurídica que consagra el resultado pretendido por el legislador y la finalidad de las propias normas, satisfaciendo así la estructura lógica que debe reinar en todo sistema normativo.




En este sentido, tiene dicho nuestro Máximo Tribunal que es menester evitar darle a las leyes un sentido que ponga en pugna sus dis-posiciones, destruyendo las unas por las otras, y adoptando como verdadero el que las concilie y deje a todas con valor y efecto (La Ley, 1988-C, 392).

No corresponde pues, distinguir donde la ley no lo hace;  y si el texto de la norma es claro, a él, por más rígido que sea, ha de estarse.  La ley puede no gustar, la solución legal puede parecer muy antipática, pero mientras no afecte garantías constitucionales y no proceda la declaración de inconstitucionalidad, debe estarse a ella.




Tal es la interpetación que ha empleado el a-quo en el decisorio recurrido, que representa una derivación razonada del derecho vigen-te.




b) En efecto;  surge de la causa, y ello no ha sido des-conocido por la incidentista, que la nombrada solicitó en esta sede comercial la verificación tempestiva de las acreencias, y que dicha pretensión fue declarada inadmisible mediante una resolución judicial que devino firme al no haberse requerido la revisión, con lo cual rige en el caso el artículo 37 de la ley 24.522, en cuanto establece que la resolución referida “...produce los efectos de la cosa juzgada, salvo dolo”.




Ciertamente, la sentencia que declara verificado el crédi-to y, en su caso, el privilegio, y la que lo declara admisible o inadmisible y de-viene firme por no haberse requerido su revisión, produce los efectos de cosa juzgada, salvo dolo (conf. Martorell, Ernesto Eduardo, “Tratado de concursos y quiebras”, t. II-B, pto. X, pág. 448 y ss., 2da. ed., Bs. As., Lexis Nexis, 2006).

Y ello así, puesto que el incidente de verificación “...consiste en un proceso de conocimiento bilateral de una profundidad intermedia entre la del mero inci-dente y la del juicio ordinario.  Por esta razón, en líneas generales, ha sido equi-parado por todas las normas regulatorias a la demanda judicial y la resolución se considera definitiva y posee efectos análogos a la sentencia, tanto en lo que concierne a la cosa juzgada como a los fines del cómputo de las mayorías para la base de los eventuales acuerdos” (conf. Alvarez, Eduardo en “Acceso al co-bro del crédito laboral en el marco del proceso universal”, Revista de Derecho Laboral, 2002-2, pág. 274, Rubinzal Culzoni, Sta. Fe, 2002).




Desde esta perspectiva, dado que el pedido de verifica-ción constituye un proceso de cognición análogo al procedimiento ordinario, cabe concluir que se ha emitido un pronunciamiento jurisdiccional (art. 36 LCQ), que obsta a la procedencia de las pretensiones del presente incidente de verificación tardío por tratarse de un mismo e idéntico reclamo.




Así, se ha dicho que:  “la verificación de créditos confi-gura desde el punto de vista procesal, el resultado de una sentencia de conoci-miento pleno que, frente a la masa de acreedores, es una acción causal de dere-cho común, por lo que tiene eficacia y efecto de cosa juzgada material.  Una vez precluida la posibilidad de interponer un remedio impugnativo, sus efectos son indisponibles frente a la voluntad de las partes litigantes.”




Y que, “el plazo para interponer la revisión es un plazo de caducidad, razón por la cual su vencimiento provoca que la resolución judi-cial quede firme en lo que respecta a la declaración de admisibilidad o inadmi-sibilidad de los respectivos créditos, con los efectos de la cosa juzgada, salvo dolo.”




Por ende, “no habiéndose incoado la revisión del auto ve-rificatorio en tiempo legal, se pierde tal prerrogativa por efecto de la caducidad legal producida y el pronunciamiento adquiere cosa juzgada material.  Lo con-trario implicaría hacer renacer prerrogativas y facultades procesales fenecidas por el principio de la preclusión procesal.” (cfr. C.N.Com., Sala B, S. 18-8-2006, in re: “Industrias Parami S.A. s/Concurso Preventivo. Incid. de verif. de crédito por De la Vega, Pablo Cecilio”, cit. en Revista de las Sociedades y Con-cursos n° 40 - mayo/junio 2006, Ed. Ad-Hoc, pág. 158).




c) No se trata aquí de discurrir acerca de si la quejosa renunció -o no- a sus “derechos laborales” (así los nombra);  antes bien, lo que no debe pasar por alto la agraviada es la consecuencia que cabe asignar a sus propios actos;  vale decir, no es su derecho el que se tuvo por “renunciado”, sino que fue la “vía o carril laboral” el que debe reputarse agotado (abandona-do), por haber hecho uso de la opción que consagra el artículo 4 de la ley 26.086 al intentar verificar en los términos de la ley falencial;  y tal como lo sostiene el judicante de grado, “...adoptada una vía, debe mantenerse en ella también a los efectos recursivos, pero lo que no puede hacerse nunca es transi-tar ambas vías simultáneamente”, tal como acaece en el particular.

Es que, parece obvio resaltarlo, elegida una vía no se puede recurrir a la otra (cfr. Heredia, Pablo D., “Tratado Exegético de Derecho Concursal”, t. 1, pág. 765 y jurisp. allí citada).  Quien verifica tempestivamente no puede verificar tardíamente;  quien apela una declaración de ineficacia no puede promover in-cidente a los mismos fines (cfr. Truffat, Edgardo Daniel, “Resistencias frente al valor de cosa juzgada de las decisiones verificatorias concursales”, publicado en suplemento de concursos y quiebras - agosto de 2008, La Ley 2008-E, 1).




A esta altura, parece casi innecesario recordar que nues-tro sistema de verificación tempestiva se construye no sólo en función del pedi-do de accipiens, del dictamen del síndico y de la decisión judicial en los térmi-nos del artículo 36 de la ley concursal, sino -también- frente a la posibilidad de “revisar” las declaraciones de admisibilidad/inadmisibilidad por vía incidental, bajo apercibimiento, eso sí, que la ausencia de promoción del incidente respec-tivo asignará a la decisión originariamente provisoria la calidad de “cosa juzga-da”.  Esto significa que no es posible verificación tardía alguna si no se revisó:  la verificación tardía es una vía alterna para el moroso, para quien no se some-tió al régimen habitual de verificación, no es una “segunda chance” para quien fue vencido en tal camino (cfr. Truffat, Edgardo Daniel, ob. cit.).




O dicho de otro modo:  la vía revisora del artículo 37 constituye el “remedio procesal” para obtener un nuevo debate sobre la pro-cedencia o no de la verificación del crédito en cuestión.  Es el recurso específi-co que otorga la ley concursal para rebatir la primera decisión del juez concur-sal y a él debe acudirse.  Por tratarse de una etapa facultativa del proceso viene a completar el debido proceso legal en caso de discordia sobre los fundamentos de la decisión judicial, sea que estos hayan admitido el crédito o lo hayan re-chazado, todo lo cual en todo caso resultará relevante para determinar la le-gitimación del sujeto procesal que habrá de promover el incidente (el acreedor o el concursado o quebrado, no así el síndico).

En este sentido, son conocidos los fundamentos de la autoridad de cosa juzgada material que, como ha dicho la jurisprudencia en determinadas circunstancias, obtienen las sentencias judiciales:  a)esas sentencias constituyen “actos de autoridad” del estado, de modo que conspiraría severamente contra el orden institucional y social la indefinida revisabilidad de ellos y, b)las sentencias declaran, en general, el derecho que tiene una de las partes del proceso y ese derecho no puede hallarse permanentemente “claudicante” por su sometimiento a una nueva revisión:  en algún momento y en ciertas circunstancias, el mismo orden institucional y social exigen que alcance el grado de “derecho adquirido”. La eficacia e inmutabilidad de una sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada son, pues, elementos jurídico institucionales relevantes, y no resulta admisible ni tolerable un alzamiento contra ese instituto, pues el mismo consituiría un atentado contra el orden social y la seguridad jurídica (cfr. Anta, Carlos A., “Quiebra, cosa juzgada y verificación de créditos”, publicado en La Ley 2008-F, 393).




En función de todas las motivaciones expuestas, no pue-do concordar con la incidentista cuando reputa a la decisión de primera instan-cia, como “ilegal, injusta, expropiatoria y violatoria de sus derechos de defen-sa”, ni mucho menos cuando habla de “abuso del derecho a la jurisdicción”;  es preocupante, como construcción lógica, que se tilde de todo eso a una sentencia que no hizo más que otra cosa que aplicar llanamente la clara previsión legal.

En todo caso,  la recurrente debió alzarse contra el fundamento legal inobjeta-blemente aplicado:  el artículo 37 de la ley falencial.  Como no lo hizo, nada puede objetarse al fallo recurrido (art. 260 del Digesto Procesal C. y C.).




En síntesis:  si el acreedor promovió tempestivamente la solicitud verificatoria, obteniendo la declaración de inadmisibilidad de su cré-dito y luego, en lugar de acudir a la vía prevista por el artículo 37 de la ley 24.522 para lograr la revisión de dicho pronunciamiento, dejó transcurrir el plazo allí previsto, resignando esa facultad, tal circunstancia conduce a sostener que tal solución pasó en autoridad de cosa juzgada y que en la actualidad tiene vedado pretender una nueva verificación mediante la continuación del trámite del proceso laboral transformado en incidente de verificación tardía (cfr. C.N.Com, Sala B, autos: “Industrias Parami...” antes citada).




Basta lo dicho para mantener lo decidido en la primige-nia instancia.




4) La imposición de costas:




Por último, se alza la recurrente por el modo en que se han impuesto los gastos causídicos en el presente incidente de verificación. 




Anticipo que las quejas esgrimidas no habrán de recibir favorable acogida.




Y ello es así, porque el hecho objetivo de la derrota es el fundamento en el que se apoya el principio general de imposición de costas y, si bien éste es susceptible de sufrir atenuaciones, tal criterio debe ser restric-tivo, puesto que de no ser así, por vía de excepción se desvirtuaría al principio general del vencimiento (arg. art. 68 del Cód. Procesal C. y C.).-




Desde el ángulo de los preceptos desgranados, es evi-dente que en el caso sometido a decisión no cabe apartarse de la regla básica señalada, pues -a más de operar en los incidentes con mayor vigor aún el concepto del vencimiento- la incidentista desarrolló una estrategia que, confor-me lo he detallado “ut supra”, provocó, objetivamente, que el resultado de la contienda le fuera adverso, de manera entonces que le planteo revisor intentado no habrá de prosperar  (doctr. y arg. art. 69 del Digesto ritual).

En consecuencia,

                                      VOTO POR LA AFIRMATIVA                                                                                                                                                 

A la primera cuestión, por compartir los mismos fundamentos, el doctor Ser-gio Hernán Altieri dijo que:  VOTA EN IGUAL SENTIDO.-

A la segunda cuestión, el Dr. Norberto Celso Villanueva expresó:




Visto el acuerdo logrado al tratar la cuestión anterior, co-rresponde desestimar el planteo de nulidad articulado y confirmar la apelada sentencia de fs. 33/35, en cuanto fuera materia de recurso y agravios.  Las costas de Alzada deben imponerse a la apelante (art. 68 del C.P.C.C.).  Propicio diferir la consideración de los honorarios profesionales, hasta la oportunidad en que se practiquen las correspondientes determinaciones en la instancia de ori-gen.-





ASI LO VOTO          

A la segunda cuestión, por compartir los mismos fundamentos, el doctor Ser-gio Hernán Altieri expresó que:  VOTA EN IGUAL SENTIDO.-

Con lo que terminó el Acuerdo, dictándose la siguiente:





S E N T E N C I A   

Que en el Acuerdo celebrado quedó establecido:








1º) Que debe desestimarse el planteo de nulidad articulado y confirmarse la apelada sentencia de fs. 33/35, en cuanto fuera materia de recursos y agravios. -








2º) Que las costas de Al-zada deben imponerse a la apelante.-    




POR ELLO: Y fundamentos consignados en el Acuerdo, desestímase el planteo de nulidad articulado y confírmase la apelada sentencia de fs. 33/35, en cuanto fuera materia de recurso y agravios.  Impónense las cos-tas de Alzada a la apelante. Difiérese la consideración de los honorarios pro-fesionales hasta la oportunidad señalada al tratarse la segunda cuestión. Re-gístrese. Notifíquese y, devuélvanse las actuaciones al Juzgado de origen.-

